Procesado: MVM

Delito: Homicidio Culposo 

Rad. # 66001-60-00-035-2016-01177-01

Procede: Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes, con funciones de conocimiento, de Pereira

Tema: Vigencia y declinación de las medidas cautelares de suspensión del poder dispositivo. 

Asunto: Se desata un recurso de apelación interpuesto por la Defensa

Decisión: Se revoca el auto opugnado

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
MEDIDAS CAUTELARES / HOMICIDIO CULPOSO / PROHIBICIÓN DE ENAJENAR BIENES / PROCEDE SOLO RESPECTO DE BIENES DE PROPIEDAD DEL PROCESADO / Y NO PARA LOS TERCEROS INTERVINIENTES / SUSPENSIÓN DEL PODER DISPOSITIVO / PROCEDE EN CASO DE DELITOS CULPOSOS / SE ENTIENDE DECLINADA LA MEDIDA SI NO SE INICIA EL INCIDENTE DE REPARACIÓN INTEGRAL.
… la tesis de la discrepancia propuesta por el recurrente en esencia, gira en torno de la vigencia de las medidas cautelares que en el devenir del proceso penal hayan sido proferidas sobre los bienes o instrumentos utilizados para la comisión de un delito culposo en aquellos eventos en los cuales las víctimas no hayan impetrado el incidente de reparación integral…
… la Sala considera que se debe considerar ilegal, y por ende contraria a derecho, la medida cautelar que la titular del Juzgado 3º Penal Municipal de Pereira para adolescentes, con funciones de control de garantías, le impuso al vehículo Renault, Stepway de placas DHT-127, por lo siguiente: 

Al parecer lo que hizo la titular del aludido Juzgado 3º Penal Municipal de Pereira para adolescentes, con funciones de control de garantías, fue aplicar de facto y de manera errada las prohibiciones de enajenar bienes sujetos a registro consagradas en el artículo 97 C.P.P., las cuales operan única y exclusivamente para el Procesado y no para los terceros intervinientes…
De igual manera, discurre la Colegiatura que el Juzgado 3º Penal Municipal de Pereira para adolescentes, con funciones de control de garantías, pasó por alto que la medida cautelar a imponer al vehículo de placas DHT-127 era la de suspensión del poder dispositivo, consagrada en los artículos 83 y 85 C.P.P., por tratarse de un bien susceptible de comiso, dado que se estaba en presencia del instrumento con el que se cometió un delito culposo, el que según las voces del artículo 100 C.P., podría ser objeto de la sanción de comiso.

… debe decir la Colegiatura que de cualquier modo, y aún en el remoto evento de tildar como adecuadas y pertinentes las medidas cautelares impuestas al vehículo de placas DHT-127, el Juzgado A Quo debió acceder a la petición deprecada por el apoderado del tercero incidental, pues no se puede desconocer que la razón de ser de la prohibición de enajenar bienes sujetos a registro, o de no poder disponer del instrumento con el que se perpetró un delito culposo, radica en que esos bienes eventualmente se pueden erigir como una especie de garantía del eventual resarcimiento de los perjuicios irrogados a las víctimas. 

Pero que es obvio que dichas medidas cautelares no pueden continuar vigentes in saecula saeculorum en aquellos eventos en los que las víctimas en el devenir del proceso penal no acuden al incidente de reparación integral para hacer valer sus derechos a la reparación o el resarcimiento de los perjuicios ocasionados como consecuencia de la comisión del delito, ya que en tales eventos las partes favorecidas con las medidas cautelares ordenadas en el devenir del proceso han declinado de su uso…
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SALA 7ª DE DECISIÓN DE ASUNTOS PENALES DE INFANCIA Y ADOLESCENCIA
M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA

AUTO INTERLOCUTORIO DE 2ª INSTANCIA 

Aprobado por acta # 
Pereira, diecinueve (19) de noviembre de dos mil diecinueve (2019)
Hora: 1:20 p.m. 
Acta: 580
Procesado: MVM
Delito: Homicidio Culposo 
Rad. # 66001-60-00-035-2016-01177-01

Procede: Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes, con funciones de conocimiento, de Pereira
Tema: Vigencia y declinación de las medidas cautelares de suspensión del poder dispositivo. 

Asunto: Se desata un recurso de apelación interpuesto por la Defensa
Decisión: Se revoca el auto opugnado
VISTOS:

Procede la Sala 7ª de Decisión de Asuntos Penales de Infancia y Adolescencia del Tribunal Superior de este Distrito Judicial, a resolver el recurso de apelación que en forma oportuna fue interpuesto y sustentado por la Defensa en contra del auto interlocutorio proferido el 30 de agosto del presente año, por parte del Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, con funciones de conocimiento, mediante el cual negó la solicitud de levantamiento de unas medidas cautelares impuestas a un vehículo automotor, como la entrega definitiva del mismo a un tercero incidental.
ANTECEDENTES: 

Los hechos que concitan la atención de la Colegiatura, tuvieron lugar entre las calles 18 y 19 de la Avenida Belalcázar de esta municipalidad a eso de las 17:10 horas del 18 de marzo de 2016, y están relacionados con un accidente de tránsito en el que el vehículo Renault, Stepway de placas DHT-127, piloteado por el adolescente MVM, colisionó con la motocicleta de placas VQF-74C, en la que se movilizaban los Sres. JHONIER FELIPE LÓPEZ RANGEL, como conductor, y VÍCTOR HUGO OSPINA CARDONA, en calidad de parrillero. 

Como consecuencia de dicho incidente, resultó lesionado el Sr. JHONIER FELIPE LÓPEZ RANGEL, mientras que el Sr. VÍCTOR HUGO OSPINA CARDONA falleció el 28 de marzo de ese mismo año en la Clínica Pinares. 
ACTUACIÓN PROCESAL:

1) El día 14 de agosto de 2.017, ante el Juzgado 1º Penal Municipal para Adolescentes de Pereira, con Funciones de Control de Garantías, se llevó a cabo la audiencia de Formulación de la imputación en la que se le enrostraron cargos al joven MVM, como presunto autor de la conducta punible de homicidio culposo tipificada en el artículo 109 del Código Penal. 
2) El conocimiento del proceso le correspondió al Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolecentes de Pereira, con Función de Conocimiento, quien fijó como fecha para llevar a cabo la audiencia de acusación para el día del 10 de noviembre de 2017. En dicha vista pública la Fiscalía reiteró los señalamientos jurídicos que en contra del Joven MVM había realizado en la audiencia de formulación de la imputación.
3) La audiencia preparatoria tuvo lugar el 12 de diciembre de 2.017, y se programó como fecha para llevar a cabo el juicio oral los días 31 de julio y 01 de agosto del 2.018.

4) En la fecha atrás señalada se instaló la audiencia de juicio oral y antes de que se diera inicio a la misma, el Procesado manifestó su intención de aceptar cargos, por lo que el Juzgado procedió a verificar que dicha aceptación fuera consciente, libre y voluntaria. 
5) En atención al allanamiento a cargos, el Juzgado A quo citó a audiencia de imposición de sanción, la que se llevó a cabo el 10 de septiembre del 2018; en ella, la Defensora de Familia dio lectura al informe sobre la situación familiar, económica, social, psicológica y cultural del adolescente y se abstuvo de sugerir sanción. El informe no fue objetado por los sujetos procesales, quienes por su parte sugirieron la posible sanción a imponer: la Fiscalía propuso la libertad vigilada y el Defensor la amonestación.
6) El 23 de noviembre del 2018 se dio lectura al fallo en el que se declaró responsable al joven MVM como autor del delito de homicidio culposo, y se le impuso como sanción la libertad vigilada por el término de diez meses, con la obligación de vincularse por igual termino a los programas de atención especializada que requiera de acuerdo a sus necesidades personales, los cuales serían supervisados y orientados por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.

7) El 9 de agosto de los corrientes, el Letrado GABRIEL FERNANDO OROZCO GONZÁLEZ, en representación de la señora MAGDA LORENA MARTÍNEZ ECHEVERRY, madre del sancionado y a la vez propietaria del automóvil Renault Stepway de placas DHT-127, presentó en el Despacho de conocimiento un escrito en el que solicitó el levantamiento del pendiente que recae sobre dicho rodante así como la entrega definitiva del mismo. Dicha petición fue denegada por el Juzgado de primer nivel, frente a lo cual el apoderado del tercero interviniente interpuso recurso de apelación.
EL AUTO OPUGNADO:

Como bien se dijo con antelación, se trata de la decisión proferida en las calendas del 30 de agosto de los corrientes por el Juzgado 1º Penal del Circuito para adolescentes de Pereira, con función de conocimiento, mediante la cual decidió no acceder a la solicitud deprecada por el apoderado del tercero incidental, relacionada con el levantamiento de la medida provisional de suspensión del poder dispositivo habida en contra del vehículo Renault, Stepway de placas DHT-127, así como la entrega definitiva del rodante en mención.
Las razones por las cuales el Juzgado de primer nivel adoptó tal determinación se debieron a que, conforme al artículo 100 del C.P.P., solo procederá la entrega definitiva de los bienes que han sido afectados como consecuencia de la comisión de un delito culposo cuando se haya garantizado el pago de los perjuicios o se hayan embargado bienes del imputado o acusado, con el fin de proteger el derecho a la indemnización de las víctimas, lo cual no ha ocurrido en el caso concreto, pues en el mismo se observa que las víctimas iniciaron un proceso de responsabilidad civil extracontractual con el fin de obtener una indemnización de los perjuicios sufridos como consecuencia de la muerte del señor VÍCTOR HUGO OSPINA CARDONA, demanda que fue admitida el 5 de octubre de 2018 por parte del Juzgado 2º Civil del Circuito de esta ciudad, la cual a la fecha se encuentra en trámite. De igual manera, el Juzgado de primer nivel adujo que tampoco hay constancia que dentro de dicho proceso los demandados hayan sido indemnizados o se les haya garantizado el pago de perjuicios, ni obra prueba de que se hayan embargado otros bienes con el fin de proteger el derecho que tienen las víctimas a ser resarcidas de los daños ocasionados por un delito culposo.
Refirió además que el vehículo tantas veces mencionado, pertenece a la madre del procesado, quien es llamada legalmente a responder por los daños causados por su descendiente, dado que para el momento de los hechos este aún era un menor de edad.
Por todo lo expuesto decidió no acceder a la solicitud impetrada por el abogado defensor. 

LA ALZADA:

Adujo el recurrente, para expresar su inconformidad con lo resuelto y decidido por el Juzgado de primer nivel, que con tal decisión se perpetuaron las medidas cautelares impuestas al rodante con el que se perpetró el delito por el cual se declaró la responsabilidad criminal del joven MVM, porque: 

· Las víctimas, en vez de iniciar el incidente de reparación integral dentro del proceso penal, optaron por iniciar un proceso de responsabilidad civil extracontractual, lo que implicó que las víctimas ya no podrán acudir a la jurisdicción penal para obtener el pago de los perjuicios y por ende, la medida provisional inscrita en el registro del automotor involucrado en el presente asunto estaría condenada a perpetuarse en el tiempo.
· En el devenir del proceso civil, los demandantes bien pueden acudir a la práctica de las medidas cautelares reguladas en el C.G.P.

· Al acudir las víctimas a la jurisdicción civil, en la que expusieron sus pretensiones resarcitorias, en caso que los demandantes sufrieran un revés a sus aspiraciones, de acuerdo a lo decidido por el Juez de Conocimiento, el automotor estaría destinado a quedarse con el pendiente inscrito de manera indefinida, debido a que ya no es posible acudir a la jurisdicción penal para reparar a las víctimas. 
Acorde con lo anterior, el apelante solicitó que se revoque el auto proferido el 30 de agosto de los corrientes por el Juzgado A quo y que, en consecuencia, se levante la medida provisional impuesta sobre el vehículo de placas DHT-127, y se autorice su entrega definitiva. 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia:

La Sala se encuentra habilitada funcionalmente para desatar la apelación interpuesta en contra de la decisión del juzgado mencionado, de conformidad con el # 1º del artículo 34 del C.P.P., en consonancia con el artículo 168 de la Ley 1.098 de 2.006.

De igual forma, no se avizora ningún tipo de irregularidad sustancial que pueda incidir para que esta Colegiatura de manera oficiosa proceda a decretar la nulidad de la actuación procesal.

- Problema Jurídico:

De las argumentaciones presentadas por el recurrente se desprende el siguiente problema jurídico: 

¿Tiene lugar una especie de declinación o decaimiento de las medidas cautelares que afectan a los instrumentos con los cuales se cometió un delito culposo, en aquellos eventos en los cuales las víctimas, en vez de impetrar el incidente de reparación integral, optaron por acudir a la jurisdicción civil para en ella ventilar sus pretensiones resarcitorias? 

- Solución:
Teniendo en cuenta que la tesis de la discrepancia propuesta por el recurrente en esencia, gira en torno de la vigencia de las medidas cautelares que en el devenir del proceso penal hayan sido proferidas sobre los bienes o instrumentos utilizados para la comisión de un delito culposo en aquellos eventos en los cuales las víctimas no hayan impetrado el incidente de reparación integral, para poder resolver dicho problema jurídico, la Sala tendrá como hechos ciertos en indiscutibles, por estar plenamente demostrados en la actuación, los siguientes: 

· La actuación procesal se encuentra finiquitada, por cuanto mediante fallo del 23 de noviembre del 2018 se declaró la responsabilidad criminal del joven MVM como autor del delito de homicidio culposo, y en consecuencia se le impuso como sanción la de la libertad vigilada por el término de diez meses, con la obligación de vincularse por igual termino a los programas de atención especializada que requiriera de acuerdo a sus necesidades personales, los cuales serían supervisados y orientados por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF).

· Las víctimas dentro de las oportunidades legales no iniciaron el correspondiente incidente de reparación integral al interior del proceso penal, por cuanto escogieron la vía del proceso civil para reclamar el resarcimiento de los perjuicios que le fueron irrogados, como consecuencia del trágico deceso de quien en vida respondía por el nombre de VÍCTOR HUGO OSPINA CARDONA.

· En el devenir del proceso penal, el bien con el cual se cometió el delito, o sea el vehículo Renault, Stepway de placas DHT-127, fue objeto de medidas cautelares, como bien se desprende del certificado de tradición del rodante de marras aportado al proceso por el recurrente.

Ahora, en lo que tiene que ver con el tópico de las medidas cautelares impuestas al vehículo de placas DHT-127, bien vale la pena destacar que inicialmente se desconocía de la existencia y naturaleza de las mismas, porque de los medios de conocimiento que le fueron puestos a disposición del Juzgado de primer nivel se desprende que en ningún momento fue informado de dicha situación, tanto es así que seguramente se vino a enterar de las mismas como consecuencia de los documentos que el apoderado del tercero incidental aportó a la petición en la que deprecó tanto el levantamiento de las medidas cautelares impuestas al rodante de marras como la entrega definitiva del mismo.
Tal incuria se la debemos endilgar a la Fiscalía, quien omitió en el libelo acusatorio cumplir con lo preceptuado el # 4º del artículo 337 C.P.P.
, el cual regla la obligación de poner en conocimiento del Juzgado de la Causa que en el asunto puesto a su disposición existían bienes afectados con medidas cautelares con fines de un eventual comiso, como bien se puede inferir del contenido del mencionado certificado de tradición del vehículo de placas # DHT-127.

El aludido estado de incertidumbre, relacionado con la existencia y naturaleza de las medidas cautelares impuestas al vehículo de placas DHT-127, en ningún momento fue esclarecido por el Juzgado de primer nivel, por lo que es lógico que carecía de herramientas para pronunciarse de manera coherente frente a lo pedido por el apoderado del tercero interventor. 
Es de anotar que dicha circunstancia fue esclarecida en sede de 2ª instancia, lo que nos permitió saber que la medida cautelar impuesta al rodante de placas DHT-127, tuvo lugar en el devenir de la audiencia preliminar celebrada el 7 de abril de 2.016 ante el Juzgado 3º Penal Municipal de Pereira, con funciones de control de garantías, en la que además de autorizarse a la Fiscalía para que procediera a efectuar la entrega provisional del rodante de marras al apoderado de los solicitantes, se condicionó tal restitución al cumplimiento que estos últimos debían acatar de las prohibiciones que impedían disponer del derecho de domino o de la posesión que detentaban sobre el vehículo devuelto. 

No obstante, la Sala considera que se debe considerar ilegal, y por ende contraria a derecho, la medida cautelar que la titular del Juzgado 3º Penal Municipal de Pereira para adolescentes, con funciones de control de garantías, le impuso al vehículo Renault, Stepway de placas DHT-127, por lo siguiente: 
· Al parecer lo que hizo la titular del aludido Juzgado 3º Penal Municipal de Pereira para adolescentes, con funciones de control de garantías, fue aplicar de facto y de manera errada las prohibiciones de enajenar bienes sujetos a registro consagradas en el artículo 97 C.P.P., las cuales operan única y exclusivamente para el Procesado y no para los terceros intervinientes. Por ello, la Sala considera que si la titular del aludido Juzgado se hubiera percatado que el vehículo involucrado en la comisión del delito no era de propiedad del Procesado, y que se trataba de un tercero la persona que deprecó la petición de entrega provisional del aludido rodante, en este caso la Sra. MAGDA LORENA MARTÍNEZ ECHEVERRY, probablemente no hubiera tomado una decisión en tal sentido.  

· De igual manera, discurre la Colegiatura que el Juzgado 3º Penal Municipal de Pereira para adolescentes, con funciones de control de garantías, pasó por alto que la medida cautelar a imponer al vehículo de placas DHT-127 era la de suspensión del poder dispositivo, consagrada en los artículos 83 y 85 C.P.P., por tratarse de un bien susceptible de comiso, dado que se estaba en presencia del instrumento con el que se cometió un delito culposo, el que según las voces del artículo 100 C.P., podría ser objeto de la sanción de comiso.
Para ofrecer una mejor explicación de lo dicho en el párrafo precedente, se debe tener en cuenta que: a) Acorde con lo regulado tanto en el artículo 100 C.P., como en los artículos 83 y 100 C.P.P., se puede colegir que el comiso es una especie de sanción de la que serían susceptibles los instrumentos con los cuales se perpetró un delito, o los bienes que provengan o sean fruto de la actividad delictiva; b) De un análisis del contenido de las normas consagradas en los artículos 100 C.P. y 83 C.P.P.,gg se desprende que existen dos modalidades de comiso: a) Con fines extintivos o de extinción, y b) Con fines resarcitorios. 

La primera modalidad, o sea la del comiso con fines de extinción, tiene lugar en los delitos dolosos, respecto de los bienes o recursos de propiedad del penalmente responsable, sean estos de libre comercio o no, que hayan sido utilizado como instrumento para la comisión del delito o que provengan o sean producto de la actividad delictiva, los cuales pasarán a poder de la Fiscalía General de la Nación (F.G.N), a través del fondo especial para la administración de bienes. 
La segunda modalidad del comiso, o sea la que tiene que ver con fines resarcitorios, opera solamente en los delitos culposos, al afectar a los instrumentos o bienes utilizados para la comisión del reato imprudente, sean estos de propiedad del Procesado, o de otras personas que deban responder civilmente como terceros, los cuales se erigen como una especie de prenda o garantía para indemnizar los perjuicios irrogados a las víctimas.

Sobre esta especie de comiso, vale la pena traer a colación lo que la doctrina ha expresado, en los siguientes términos:
“Cuando se trate de bienes que teniendo libre comercio han estado incursos en la realización de delitos culposos (automotores, naves, aeronaves y cualquier otra unidad montada sobre ruedas), el comiso tiene carácter subsidiario, pues procede de no haberse pagado o garantizado el pago de los perjuicios y solo para efectos de la indemnización. Es natural que tal especie de comiso solo sea viable en la sentencia condenatoria. 

(:::)

Naturalmente, esta medida solo puede cobijar al sindicado, en cuanto directo responsable del hecho punible y al tercero civilmente responsable, quien puede resultar condenado al pago de la indemnización, con fundamento en los criterios de la culpa civil por actividad del tercero…”
. 

· Estando claro que en contra del vehículo de placas DHT-127 se debía imponer la medida cautelar de suspensión del poder dispositivo, por tratarse de un bien susceptible de comiso en la modalidad conocida como “comiso con fines resarcitorios”, no era la audiencia preliminar de restitución o entrega provisional del bien con el que se cometió el delito el escenario procesal adecuado para la imposición de dicha medida cautelar, como al parecer de manera errónea procedió el Juzgado 3º Penal Municipal de Pereira para adolescentes, con funciones de control de garantías, porque por regla general, acorde con lo regulado en el artículo 85 C.P.P., dichas medidas cautelares se deben imponer en la audiencia de formulación de la imputación, siempre y cuando dentro de las oportunidades legales pertinentes, la Fiscalía haya acudido ante los Jueces de Control de Garantías para legalizar la incautación de los bienes susceptibles de comiso, lo que según regla el artículo 84 ibídem, debe suceder dentro de las 36 horas subsiguientes a la incautación. 
En suma, la decisión adoptada por el Juzgado 3º Penal Municipal de Pereira para adolescentes, con funciones de control de garantías, en relación con la medida cautelar impuesta al vehículo Renault, Stepway de placas DHT-127, no fue precisamente la más adecuada, porque se insiste, no era la medida que procedía en ese tipo de asuntos, lo que nos indica que dicha decisión puede ser tomada como ilegal. 

Estando claro lo anterior, el punto a dilucidar es ¿una medida cautelar ilegal puede seguir produciendo efectos en el proceso? siendo un rotundo ¡NO! la única respuesta a ese interrogante, pues ese tipo de actuaciones, por contrariar el debido proceso, no pueden generar efectos vinculantes en la actuación, dado que la ilegalidad no se constituye en fuente de derechos ni de obligaciones. 
De acuerdo con lo anterior, si el Juzgado de primer nivel se hubiera percatado de las irregularidades ocurridas en el proceso, como consecuencia de las anómalas medidas cautelares que sobre el bien de marras fueron ordenadas por el Juzgado 3º Penal Municipal de Pereira para adolescentes, con funciones de control de garantías, probablemente hubiera decidido purgar la ilegalidad de esa decisión, accediendo a la petición deprecada por el apoderado del tercero interviniente, en el sentido de ordenar el levantamiento de las medidas cautelares impuestas, así como la entrega definitiva del rodante de placas DHT-127.

Ahora bien, debe decir la Colegiatura que de cualquier modo, y aún en el remoto evento de tildar como adecuadas y pertinentes las medidas cautelares impuestas al vehículo de placas DHT-127, el Juzgado A Quo debió acceder a la petición deprecada por el apoderado del tercero incidental, pues no se puede desconocer que la razón de ser de la prohibición de enajenar bienes sujetos a registro, o de no poder disponer del instrumento con el que se perpetró un delito culposo, radica en que esos bienes eventualmente se pueden erigir como una especie de garantía del eventual resarcimiento de los perjuicios irrogados a las víctimas. 
Pero que es obvio que dichas medidas cautelares no pueden continuar vigentes in saecula saeculorum en aquellos eventos en los que las víctimas en el devenir del proceso penal no acuden al incidente de reparación integral para hacer valer sus derechos a la reparación o el resarcimiento de los perjuicios ocasionados como consecuencia de la comisión del delito, ya que en tales eventos las partes favorecidas con las medidas cautelares ordenadas en el devenir del proceso han declinado de su uso, como bien aconteció en el subexamine en el que las víctimas no hicieron uso de las herramientas procesales que tenían a su disposición para hacer efectivas esas garantías resarcitorias, por cuanto no impetraron el incidente de reparación integral. 
Acorde con lo anterior, se puede colegir que: a) La parte que no haga uso del incidente de reparación integral, tácitamente está renunciando al privilegio que tiene a su favor de utilizar los bienes gravados con medidas cautelares, como garantía para el resarcimiento de los perjuicios, y por ende, ha declinado de esas medidas cautelares; b) Como corolario del fenómeno de la declinación, de facto quedaron sin razón de ser las medidas cautelares de suspensión del poder dispositivo impuestas sobre los bienes susceptibles de comiso, o aquellas que pesaban sobre los bienes sujetos a registro en lo que atañe con la prohibición de enajenación, los  cuales, como bien lo adujo el recurrente, no pueden estar ad eternum gravados con tales medidas cautelares.

Acorde con todo lo expuesto en los párrafos anteriores, la Sala es de la opinión que le asiste razón a los reproches formulados por el recurrente en contra de la providencia confutada, porque: 

· Son ilegales las medidas cautelares que fueron impuestas al rodante de placas DHT-127 por parte del Juzgado 3º Penal Municipal de Pereira para adolescentes, con funciones de control de garantías, lo que a su vez implicaba que dichas decisiones nunca generaron efectos jurídicos vinculantes para las partes y demás intervinientes en el proceso.

· Tuvo lugar el fenómeno de la declinación de las medidas cautelares impuestas al rodante de placas DHT-127, porque quienes eventualmente se favorecerían con ellas no hicieron uso del incidente de reparación integral.  

Siendo así las cosas, la Sala revocará la providencia confutada, y en consecuencia, por Secretaría, ordenará el levantamiento de las medidas cautelares impuestas al vehículo Renault, Stepway de placas DHT-127, así como la entrega definitiva del rodante de marras. 
En mérito de lo antes lo expuesto, la Sala 7ª de Decisión de Asuntos Penales de Infancia y Adolescencia del Tribunal Superior de este Distrito Judicial,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la providencia proferida en las calendas del 30 de agosto de los corrientes por el Juzgado 1º Penal del Circuito para adolescentes de Pereira, con función de conocimiento, mediante la cual decidió no acceder a la solicitud deprecada por el apoderado del tercero incidental relacionada con el levantamiento de la medida provisional de suspensión del poder dispositivo habida en contra del vehículo Renault, Stepway de placas DHT-127, así como la entrega definitiva del rodante en mención. 
SEGUNDO: En consecuencia de lo anterior, por Secretaría, se ordenará el levantamiento de las medidas cautelares impuestas al vehículo Renault, Stepway de placas DHT-127, así como la entrega definitiva del rodante de marras.
TERCERO: Declarar que en contra de la presente decisión no procede ningún recurso. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
EDDER JIMMY SANCHEZ CALAMBAS

Magistrado
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado
� “4. La relación de los bienes y recursos afectados con fines de comiso…”.


� ESPITIA GARZÓN, FABIO: Instituciones de Derecho Procesal Penal. Página # 406. Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez. Bogotá D.C. 1.998. (Negrillas fuera del texto original).
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